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Unidad de Fomento
sobre $40 mil,

el invitado de piedra

Mara Sedini Viancos
Ministra Secretaria

General de Gobierno

El Biobío es una región que sabe lo que significa
construir. Lo hizo con sus notables industrias,
con sus puertos, con su campo y con el esfuerzo
de generaciones que levantaron una de las econo-
mías más importantes del país. Pero hoy la región
enfrenta un momento difícil que no deja de ser un
reflejo agudo de lo que sufrimos en todo Chile.
La desocupación alcanza el 10% una de las más
altas del país, lo que significa más de 80.000 per-
sonas buscando empleo. Otras 196.000 trabajan
en la informalidad sin seguridad social y cerca
de 325.000 viven bajo la línea de la pobreza. En
Concepción, en Los Ángeles, en Coronel, en Lota o
en Tomé el diagnóstico es compartido: la economía
ha perdido fuerza y las oportunidades se están
estrechando.

Nuestra única motivación como Gobierno al
presentar el Proyecto de Reconstrucción Nacional
y Desarrollo Económico y Social es brindar opor-
tunidades concretas de florecimiento individual a
los habitantes de Biobío. Estamos convencidos de
que los instrumentos elegidos son los correctos, y
las cifras lo respaldan.

El crédito tributario al empleo formal benefi-
ciará a más de 201.000 trabajadores del Biobío,
dándoles estabilidad y protección. La rebaja del
Impuesto de Primera Categoría llegará a más de
22.300 empresas ProPyme, respaldando a cerca de
116.000 de sus trabajadores. A esto se suman más
de 2.500 empresas de régimen general, impactan-
do a cerca de 125.000 trabajadores adicionales.
Además, la simplificación de permisos permitirá
destrabar 27 proyectos hoy detenidos en evalua-
ción ambiental, que acumulan 224 días de espera
promedio y representan 1.178 millones de dólares
en inversión y hasta 11.125 nuevos empleos.

El proyecto también responde a una deuda pen-
diente que corresponde con urgencia saldar. La
ampliación del Fondo de Emergencia Transitorio
por los Incendios, que incrementa sus recursos en
$400.000 millones, permitirá financiar la recons-
trucción de miles de hogares en Biobío y Nuble. Es
una respuesta directa a familias que no pueden
seguir esperando para recuperar sus viviendas.

Frente al déficit de más de 30.000 viviendas
que arrastra la región, con cerca de 11.400 hogares
allegados, la exención transitoria del IVA para la
venta de nuevas viviendas permitirá movilizar el
stock disponible y abrirá paso a nuevos proyectos
habitacionales. A su vez, cerca de 13.400 adultos
mayores dejarán de pagar contribuciones por su
primera vivienda, un reconocimiento a quienes
entregaron décadas de trabajo y sacrificio por la
región y el país.

Reconstruir: esa es la palabra que atraviesa este
proyecto para la Región del Biobío y para todo el
país. Reconstruir las casas que se perdieron en los
incendios. Reconstruir una economía que necesita
volver a generar empleo formal y oportunidades
reales para todos. Reconstruir la confianza de
miles de familias en una verdad que esta región
conoce muy bien: el trabajo todo lo vence. Estamos
trabajando por un Biobío próspero.

Las opiniones y conceptos vertidos por los columnistas
en nuestras páginas de redacción son de absoluta
responsabilidad de sus autores y no necesariamente
representan el pensamiento de La Tribuna.
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Debemos proteger
a los agricultores

F

Gastón Saavedra Chandía

Senador de la República

Cuando hablamos de agricultura muchas veces se
piensa únicamente en números, hectáreas o exporta-
ciones. Pero detrás de cada siembra existe algo mucho
más importante: la seguridad alimentaria de Chile. Lo
que hoy está ocurriendo en la provincia de Biobío y en el
sur del país no es simplemente una dificultad económica
para los agricultores; es una advertencia seria respecto
a la capacidad futura del país para producir sus propios
alimentos.

La Región del Biobío cumple un rol estratégico para
Chile. Solo en trigo candeal concentra cerca del 46% de
la producción nacional. También posee una participa-
ción decisiva en avena, maíz, papa, remolacha, achicoria
industrial y producción forestal. A eso se suma una cre-
ciente fruticultura moderna, especialmente en avellano
europeo, arándanos y nogales. Miles de empleos directos
e indirectos dependen de esta actividad en comunas como
Los Ángeles, Cabrero, Yumbel, Mulchén, Negrete, Laja y
San Rosendo.

Sin embargo, hoy el agro enfrenta probablemente una
de las temporadas más complejas de las últimas décadas.
El alza explosiva de fertilizantes, especialmente de la urea,
el aumento del combustible, la incertidumbre internacio-
nal, la crisis hídrica y la baja rentabilidad de los cultivos
están provocando que muchos agricultores simplemente
evalúen no sembrar.

Y aquí es donde el problema deja de ser sectorial y pasa
a transformarse en un problema nacional.

Porque cuando un agricultor deja de sembrar trigo,
avena o maíz, no solo pierde él. Pierde Chile. Perdemos
capacidad de producción, aumentamos la dependencia
alimentaria externa y debilitamos la economía rural. Hoy
el país importa gran parte de los fertilizantes que utiliza
y depende crecientemente de mercados internacionales
cada vez más inestables. Basta observar cómo los conflic-
tos internacionales disparan los costos de producción para
entender que no podemos seguir dependiendo exclusiva-
mente del exterior para alimentar a nuestra población.

El caso de la remolacha es probablemente el ejemplo
más dramático de esta crisis. La suspensión de recepción
para la temporada 2026-2027 golpea no solo a productores
agrícolas, sino también a transportistas, contratistas,
talleres mecánicos, temporeros y al comercio rural com-
pleto. Durante décadas la remolacha estructuró econo-
mías comunales enteras en Biobío. Hoy muchas de esas
familias observan con incertidumbre cómo desaparece
una actividad histórica producto de costos imposibles
de sostener.

Por eso el Gobierno debe comprender que el Biobío
requiere un tratamiento agrícola especial y urgente. No
hablo de privilegios, si no de buscar la forma de asegurar
la soberanía alimentaria de la región y el país. La agri-
cultura debe ser tratada como una actividad estratégica.

El Estado debe implementar medidas concretas para
garantizar continuidad de siembras, como un subsidio a
fertilizantes a todos los agricultores, sin distingo de tama-
ño, la estabilización del precio del combustible agrícola,
créditos blandos para pequeños y medianos agriculto-
res, fortalecimiento del riego tecnificado, apoyo espe-
cial a cultivos estratégicos, incentivos a la agroindustria
regional y políticas de protección frente a competencia
internacional desleal.

Chile no puede reaccionar cuando las góndolas están
vacías o cuando los precios de los alimentos se vuelven
impagables para las familias, no podemos esperar a que
el kilo de tomates llegue a 5 mil pesos para reaccionar.
La seguridad alimentaria se construye antes, apoyando
a quienes producen.

Mientras algunos observan la agricultura únicamente
desde una planilla Excel, en los campos del Biobío miles
de personas siguen levantándose de madrugada para
producir el alimento que llega diariamente a la mesa
de los chilenos. Ellos no necesitan discursos; necesitan
condiciones mínimas para seguir sembrando.

Porque si el Biobío deja de producir, Chile entero lo ter-
minará pagando, presidente apoyemos a los agricultores.

Unidad de Fomento sobreF

$40 mil, el invitado de piedra

Roger Sepúlveda Carrasco
Rector Universidad Santo Tomás Región del Biobío

El pasado martes 21 de abril el calendario económico
registró un hito que trasciende lo simbólico: la Unidad de
Fomento superó por primera vez en su historia los $40.000.
Más que un umbral estadístico, esta cifra condensa un
fenómeno de largo aliento que merece análisis: la ace-
leración estructural del mecanismo de indexación que
más directamente incide en el bienestar material de los
hogares chilenos.

Lo que vuelve particularmente relevante este hito no
es el número en sí, sino la velocidad a la que se alcanzó. A
la UF le tomó más de 14 años escalar de los $10.000 a los
$20.000, y otros 13 años llegar a los $30.000. El salto desde
ese umbral hasta los $40.000 ocurrió en apenas cuatro
años y siete meses, acumulando una inflación cercana al
33% en ese lapso. Este ritmo-casi el doble del registrado en
el periodo anterior- es el síntoma de un ciclo inflacionario
excepcional, gatillado por el shock de liquidez de la pande-
mia y prolongado por el alza de combustibles y el descon-
gelamiento tarifario eléctrico, que mantiene proyecciones
anuales de inflación por sobre el 4%, con convergencia a la
meta del 3% postergada al menos hasta 2027.

Aquí radica la dimensión ética del problema. La infla-
ción opera en la práctica como el impuesto más regresivo
del sistema económico: afecta desproporcionadamente
a quienes reciben ingresos nominales fijos y carecen de
activos indexados. Cuando el IPC sube, el valor de la UF
aumenta, encareciendo las deudas expresadas en esa uni-
dad y erosionando simultáneamente el poder adquisitivo
de quienes no cuentan con mecanismos de indexación en
sus ingresos. El resultado es una asimetría estructural:

la UF protege al acreedor y castiga al deudor asalariado.
Un informe de Kantar Chile reveló que 8 de cada 10

chilenos prevé que este aumento afectará directamente
su economía personal y familiar, en un contexto donde el
costo de la vida comienza a tensionarse en múltiples fren-
tes de forma simultánea. Dividendos, arriendos, colegia-
turas y planes de salud-todos indexados- suben al mismo
tiempo, generando un efecto acumulativo que comprime
el presupuesto mensual.

Para la Región del Biobío, esta realidad adquiere una
dimensión adicional. La tasa de desocupación regional
alcanzó el 8,5% en 2024, cifra que refleja la incapacidad de
la economía local de generar nuevos puestos de trabajo. En
ese contexto, la indexación inflacionaria no opera sobre
una base de resiliencia, sino sobre hogares que ya sostienen
una recuperación laboral frágil y volátil.

A ello se suma la falta de claridad sobre medidas de
contención del alza de tarifas de transporte en regiones,
mientras Santiago confirmó congelamiento hasta fines de
2026, evidenciando una asimetría territorial que agrava
la exposición de las familias del sur del país.

Llegar a los $40.000 debe leerse como una señal de
alerta sobre la urgencia de avanzar en la "nominaliza-
ción" gradual de los contratos y en el diseño de políticas de
estabilización que no descarguen sus costos sobre los más
vulnerables. La inflación no es solo un indicador técnico
del Banco Central: es, en última instancia, una variable
de justicia distributiva. Y mientras persista sin control
efectivo, seguirá siendo el impuesto más silencioso y per-
sistente de nuestra historia reciente.
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